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I.    Disposiciones generales

TRIBUNAL SUPREMO
 9202 PROVIDENCIA de 24 de mayo de 2005, dictada 

por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la 
que se admite a trámite la cuestión de ilegalidad 
planteada por el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo n.º 2 de San Sebastián/Donostia, 
respecto del artículo 29 del Reglamento sobre la 
responsabilidad civil y seguro en la circulación 
de vehículos a motor, aprobado por Real Decre-
to 7/2001, de 12 de enero.

En la cuestión de ilegalidad n.° 1/2005, planteada por 
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.° 2 de San 
Sebastián/Donostia, la Sala Tercera (Sección Primera) del 
Tribunal Supremo ha dictado providencia, en fecha 24 de 
mayo de 2005, del siguiente tenor:

PROVIDENCIA

«Madrid, a veinticuatro de mayo de dos mil cinco.

Dada cuenta; se admite a trámite la cuestión de ilega-
lidad planteada por el Jdo. Contencioso/Admtvo. n. 2 de 
San Sebastián/Donostia, respecto del art. 29 del regla-
mento aprobado por R.D. 7/2001, de 12 de enero.

Publíquese el planteamiento de esta cuestión en el 
Boletín Oficial del Estado en cumplimiento de lo que dis-
pone el art. 124.2 de la Ley 29/98, de 13 de julio, regula-
dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, y 
remítanse las presentes actuaciones a la Sección Quinta 
conforme a las reglas de reparto de asuntos.

Lo acuerda la Sala y firma el Excmo. Sr. Magistrado 
Ponente; Certifico.»

 Presidente: Excmo. Sr. D. Ramón Trillo Torres; Magis-
trados: Excmo. Sr. D. Jaime Rouanet Moscardó y Excmo. 
Sr. D. José Manuel Sieira Míguez. 

 9203 SENTENCIA de 24 de enero de 2004, de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo, por la que se fija la 
siguiente doctrina legal: «En el supuesto de cam-
bio, por cualquier causa, en la titularidad de los 
derechos objeto del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, no es precisa la declaración de fallido 
del adquirente o los adquirentes intermedios 
para que, declarada la del deudor originario 
transmitente de los bienes afectos al pago de la 
deuda tributaria, pueda derivarse la acción con-
tra dichos bienes tras la notificación reglamenta-
ria, al adquirente y titular actual de los mismos, 
del acto administrativo de derivación».

En el recurso de casación en interés de ley n.° 69/2002, 
interpuesto por el Consell Comarcal de La Selva, la Sala 
Tercera (Sección Segunda) del Tribunal Supremo ha dic-

tado sentencia, en fecha 24 de enero de 2004, que con-
tiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que con respeto de la situación jurídica particular 
derivada de la Sentencia de la Sala de esta Jurisdicción 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sección Ter-
cera, de 11 de Enero de 2002, recaída en el recurso con-
tencioso-administrativo al principio reseñado, debemos 
declarar, y declaramos, como doctrina legal, que: «En el 
supuesto de cambio, por cualquier causa, en la titularidad 
de los derechos objeto del Impuesto sobre Bienes Inmue-
bles, no es precisa la declaración de fallido del adquirente 
o los adquirentes intermedios para que, declarada la del 
deudor originario transmitente de los bienes afectos al 
pago de la deuda tributaria, pueda derivarse la acción 
contra dichos bienes tras la notificación reglamentaria, al 
adquirente y titular actual de los mismos, del acto admi-
nistrativo de derivación». Sin costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en la 
Colección que edita el Consejo General del Poder Judicial, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

Presidente: Excmo. Sr. D. Pascual Sala Sánchez; 
Magistrados: Excmo. Sr. D. Jaime Rouanet Moscardó; 
Excmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón Herrero; Excmo. Sr. 
D. Ramón Rodríguez Arribas; Excmo. Sr. D. Juan Gonzalo 
Martínez Micó; Excmo. Sr. D. Alfonso Gota Losada. 

 9204 SENTENCIA de 26 de enero de 2004, de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo, por la que se 
declara nula la frase «provisionalmente y a 
cuenta» que figura en el párrafo 2.° de los ar-
tículos 303 y 310 del Reglamento de Dominio 
Público Hidráulico, aprobado por Real Decreto 
849/1986, de 11 de abril.

En la cuestión de ilegalidad n.° 6/2002, planteada por la 
Sección Quinta de la Sala de esta Jurisdicción del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, la Sala Tercera (Sección 
Segunda) del Tribunal Supremo ha dictado sentencia, en 
fecha 26 de enero de 2004, que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que, sin afectar a la situación jurídica concreta deri-
vada de la sentencia pronunciada por la Sala de esta Juris-
dicción, Sección Quinta, del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid, en fecha 28 de Noviembre de 2001 y en el 
recurso al principio reseñado, y estimando en parte la 
cuestión de ilegalidad por dicha Sala planteada, debemos 
declarar, y declaramos, nula la frase «provisionalmente y 
a cuenta» que figura en el párrafo 2.° de los arts. 303 y 310 
del Reglamento de Dominio Público Hidráulico, aprobado 
por Real Decreto 849/1986, de 11 de Abril. Notifíquese la 
presente, comuníquese al Tribunal que la planteó y publí-
quese en el Boletín Oficial del Estado. Sin costas.
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Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en la 
Colección que edita el Consejo General del Poder Judicial, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

Presidente: Excmo. Sr. D. Pascual Sala Sánchez; 
Magistrados: Excmo. Sr. D. Jaime Rouanet Moscardó; 
Excmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón Herrero; Excmo. Sr. 
D. Ramón Rodríguez Arribas; Excmo. Sr. D. Juan Gonzalo 
Martínez Micó; Excmo. Sr. D. Alfonso Gota Losada. 

 9205 SENTENCIA de 18 de febrero de 2004, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la que 
se fija la siguiente doctrina legal: «La exigencia 
de que para la imposición de sanciones tribu-
tarias se tramite un expediente distinto e inde-
pendiente del instruido para la comprobación 
e investigación de la situación tributaria, única-
mente es aplicable para actas de la Inspección 
de los Tributos que se extiendan a partir de la 
entrada en vigor de la Ley 1/1998, de 26 de 
Febrero, de Derechos y Garantías de los Contri-
buyentes, sin que a estos efectos sea de aplica-
ción la Ley 30/1992, de 26 de Noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones y 
del Procedimiento Administrativo Común».

En el recurso de casación en interés de ley n.° 29/2003, 
interpuesto por la Administración General del Estado, la 
Sala Tercera (Sección Segunda) del Tribunal Supremo ha 
dictado sentencia, en fecha 18 de febrero de 2004, que 
contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que debemos declarar, y declaramos:
1.° Haber lugar al recurso de casación en interés de 

ley formulado por la Administración General del Estado 
contra la sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de Valencia, del Tribunal Supe-
rior de Justicia de la Comunidad Valenciana, de fecha 2 de 
Diciembre de 2002, sentencia ésta que se casa en cuanto a 
la doctrina sentada en su fundamento tercero.

2.° Desestimar el recurso contencioso-administra-
tivo número 498/2000 interpuesto por D. Juan Antonio 
Martínez Navío y D.ª Josefa Caravaca Martínez.

3.° Que se respete la situación individualizada que 
de esa sentencia dimana.

4.° Se fija como doctrina legal: La exigencia de que para 
la imposición de sanciones tributarias se tramite un expe-
diente distinto e independiente del instruido para la compro-
bación e investigación de la situación tributaria, únicamente 
es aplicable para actas de la Inspección de los Tributos que se 
extiendan a partir de la entrada en vigor de la Ley 1/1998, de 
26 de Febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyen-
tes, sin que a estos efectos sea de aplicación la Ley 30/1992, 
de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones y del Procedimiento Administrativo Común.

5.° No hacer especial imposición de costas, ni en la 
instancia ni en este recurso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en la 
Colección que edita el Consejo General del Poder Judicial 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

Presidente: Excmo. Sr. D. Pascual Sala Sánchez; 
Magistrados: Excmo. Sr. D. Jaime Rouanet Moscardó; 
Excmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón Herrero; Excmo. Sr. 
D. Ramón Rodríguez Arribas; Excmo. Sr. D. Juan Gonzalo 
Martínez Micó; Excmo. Sr. D. Alfonso Gota Losada. 

 9206 SENTENCIA de 31 de marzo de 2004, de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo, por la que se 
declara la validez del artículo 54.8 del Regla-
mento del Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones, aprobado por el Real Decreto 1629/
1991, de 8 de noviembre, por estar ajustado a 
derecho.

En la cuestión de ilegalidad n.° 15/2003, planteada por 
la Sección Segunda de la Sala de esta Jurisdicción del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón, la Sala Tercera 
(Sección Segunda) del Tribunal Supremo ha dictado sen-
tencia, en fecha 31 de marzo de 2004, que contiene el 
siguiente fallo:

FALLAMOS

Que, desestimando la cuestión de ilegalidad plan-
teada, por la Sección Segunda de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Aragón, mediante el auto dictado, con fecha 13 de junio 
de 2003, en el recurso contencioso-administrativo número 
808/1999, declaramos la validez del artículo 54.8 del 
Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donacio-
nes, aprobado por el Real Decreto 1629/1991, de 8 de 
noviembre, por estar ajustado a derecho; sin hacer 
expresa imposición de costas.

Esta sentencia no afecta a la situación jurídica con-
creta derivada de la citada sentencia dictada por el expre-
sado órgano jurisdiccional en el mencionado recurso 
número 808/1999.

Publíquese el presente fallo en el Boletín Oficial del 
Estado, en cumplimiento de lo establecido en el ar-
tículo 126.2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en su 
caso en el Boletín Oficial del Estado, y, definitivamente 
juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

Presidente: Excmo. Sr. D. Pascual Sala Sánchez; 
Magistrados: Excmo. Sr. D. Jaime Rouanet Moscardó; 
Excmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón Herrero; Excmo. Sr. 
D. Ramón Rodríguez Arribas; Excmo. Sr. D. Juan Gonzalo 
Martínez Micó; Excmo. Sr. D. Alfonso Gota Losada. 

 9207 SENTENCIA de 19 de abril de 2004, de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo, por la que se 
declara la nulidad de pleno derecho de los 
Anexos IV y VI del Real Decreto 774/2002, de 26 
de julio, por el que se regula el sistema de 
habilitación nacional para el acceso a Cuerpos 
de Funcionarios Docentes Universitarios y el 
régimen de los concursos de acceso respecti-
vos, exclusivamente en cuanto omiten de las 
áreas de conocimiento que enumeran las de 
«Explotación de Minas» y «Prospección e 
Investigación Minera».

En el recurso contencioso-administrativo n.° 96/2002, 
interpuesto por el Consejo Superior de Colegios de la 
Ingeniería Técnica Minera, la Sala Tercera (Sección Séptima) 
del Tribunal Supremo ha dictado sentencia, en fecha 19 de 
abril de 2004, que contiene el siguiente fallo:


